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Época: Décima Época  
Registro: 2016604  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: VI.2o.A. J/5 (10a.)  
 
CALIFICACIÓN REGISTRAL NEGATIVA. ES LEGAL LA RECAÍDA A UN CONTRATO DE CESIÓN 
DE DERECHOS CELEBRADO POR UNA FRACCIÓN DE UNA PARCELA EJIDAL. 

 
De conformidad con el artículo 27, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la titularidad de la parcela agraria no puede dividirse. Por tanto, es legal la calificación 
registral negativa recaída a un contrato de cesión de derechos celebrado por una fracción de una 
parcela ejidal, por ser acorde con dicha prohibición constitucional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016601  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: PC.I.P. J/42 P (10a.)  
 
SECUESTRO. LAS AUTORIDADES LOCALES ENCARGADAS DE SU INVESTIGACIÓN, 
PERSECUCIÓN Y SANCIÓN DEBEN APLICAR EL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y NO EL LOCAL, 
CUANDO ANALICEN ASPECTOS SUSTANTIVOS NO PREVISTOS EN LEY GENERAL PARA 
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN ESA MATERIA (LEGISLACIÓN ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016). 

 
Conforme a la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
corresponde exclusivamente a la Federación legislar en materia de secuestro, de manera que el 
Congreso de la Unión desarrolló esta facultad al emitir la Ley General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que estableció los tipos y penas en la materia; de ahí 
que sólo corresponda a las entidades federativas el conocimiento y la resolución de ese delito, así como 
la ejecución de sus sanciones, acorde a lo señalado en la propia ley general, lo que implica que, el 
Congreso, en exclusiva, legislaría sobre los tipos penales y sus sanciones, aunado a que distribuiría o 
delegaría las facultades a los poderes y órganos de gobierno involucrados en materia de prevención, 
investigación, persecución y sanción, sobre un sistema de cooperación, coordinación y auxilio 
recíproco. De esta manera, en el artículo 2, párrafo primero, de la ley general referida, vigente hasta el 
17 de junio de 2016, se dispuso que para la investigación, persecución, sanción y todo lo referente al 
procedimiento serán aplicables el Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos Penales, 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y los códigos de procedimientos penales de los 
Estados; esto es, las autoridades locales que conozcan de este tipo de delitos deben aplicar 
únicamente las disposiciones legales que prevé la referida ley general; y por ende, tratándose de 
aspectos sustantivos no previstos en ésta, como la forma de comisión del delito, la participación, la 
causa de exclusión del delito, la individualización de las penas y la suspensión de derechos, entre otros, 
las autoridades del orden común deben aplicar el Código Penal Federal y no el código penal local, pues 
de lo contrario, se contravendrían los principios de legalidad y seguridad jurídica del gobernado. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016600  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: PC.I.P. J/43 P (10a.)  
 
LIBERTAD ANTICIPADA. LA APLICACIÓN DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL A 
SENTENCIADOS EN EL SISTEMA MIXTO NO ESTÁ RESTRINGIDA POR LOS ARTÍCULOS 
TRANSITORIOS CUARTO DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008 Y TERCERO DE LA LEGISLACIÓN 
CITADA (APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE RETROACTIVIDAD DE LEY BENÉFICA Y PRO 
PERSONA). 

 
Cuando el sentenciado en un proceso penal mixto solicita a la autoridad jurisdiccional de ejecución, el 
beneficio de la libertad anticipada previsto en el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
procede analizar si se le concede o no, en virtud de que las normas de ejecución anteriores a la 
vigencia de la legislación mencionada no la contenían, por lo que la procedencia del análisis del 
cumplimiento de los requisitos del numeral señalado, tiene como base la aplicación del principio de 
retroactividad en beneficio que opera en materia penal y el principio hermenéutico de derechos 
humanos pro persona, porque el artículo cuarto transitorio referido, en cuanto a derechos sustantivos, 
como lo es la libertad anticipada, no es una excepción al principio de retroactividad penal, pues no 
constituye una restricción para aplicar reglas posteriores que se consideren más benéficas previs tas en 
el nuevo sistema acusatorio, en virtud de que su contenido y lo dispuesto en el proceso legislativo no 
representan restricciones a los derechos sustantivos o al derecho humano a la libertad, porque se 
refieren a la forma de tramitación del procedimiento penal mixto, para concluirlos con las reglas de ese 
modelo procesal, lo que no puede alcanzar la etapa de ejecución de la sentencia al ser una fase 
diversa. Así, lo que pretendió el Poder Reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos con el contenido del artículo transitorio analizado es prohibir la mezcla de disposiciones del 
sistema penal mixto con las del sistema acusatorio que rigen el proceso, entonces, esas limitantes no 
alcanzan a derechos sustantivos o a otros derechos humanos. Así, lo dispuesto en el artículo tercero 
transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 
de junio de 2016, no impacta en el uso del principio de aplicación retroactiva de ley benéfica, porque el 
acotamiento de éste se refiere a cuestiones meramente procesales, característica que no tiene la 
libertad anticipada regulada en el artículo 141 de esa legislación; por tanto, el derecho a que se analice 
la procedencia de ese beneficio debe hacerse conforme a la ley vigente al momento en que se pida, 
siempre y cuando resulte de mayor beneficio al solicitante, cumpliéndose con todos los otros temas que 
definan la competencia de la autoridad jurisdiccional de ejecución y los restantes ámbitos de aplicación 
de la normativa que se estime benéfica. Esto, porque cuando el artículo tercero transitorio se refiere a 
"los procedimientos", alude a aquellos actos procedimentales que pueden acontecer dentro de toda la 
etapa de ejecución de sentencia y que a la fecha de entrada en vigor de la ley indicada no habían 
finalizado, mas no a aquellos asuntos cuya sentencia condenatoria haya causado ejecutoria antes de su 
entrada en vigor y que, por ese motivo, tuviese que aplicárseles forzosamente una de las legislaciones 
abrogadas en toda la etapa de ejecución. Además, la aplicación de la Ley Nacional de Ejecución Penal 
no se ciñe a los asuntos que causaron ejecutoria después de su entrada en vigor, sino que opera para 
los procedimientos o actos que surjan en la etapa de ejecución durante su vigencia, con independencia 
de que las causas penales correspondientes hayan causado estado antes de su entrada en vigor. De 
otra manera, se correría el riesgo de dejar en un plano de desigualdad ante la ley a personas con 
condiciones jurídicas idénticas (sentenciados ejecutoriados), sólo porque las causas penales que 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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respectivamente se les instruyeron causaron estado en diferentes momentos en relación con la entrada 
en vigor de la Ley Nacional aludida, lo cual sería jurídicamente incorrecto, aunado a que no influye a lo 
anterior el sistema de justicia penal con base en el cual el justiciable haya sido sentenciado (sistema 
mixto o tradicional, o bien, acusatorio oral), pues ni en la Constitución ni en la ley, existe un 
impedimento o restricción para que a quienes se les fijó su situación jurídica conforme al sistema mixto 
o tradicional, puedan aplicárseles las disposiciones contenidas en la Ley Nacional. Por otra parte, debe 
tenerse presente que el Poder Reformador de la Constitución, en la reforma publicada en el medio de 
difusión oficial mencionado el 8 de octubre de 2013 a su artículo 73, fracción XXI, depositó su confianza 
en la existencia de una legislación única en materia de ejecución de penas, con el propósito de que ésta 
fuera un mecanismo efectivo, eficaz y eficiente para lograr la materialización de los extremos en los que 
descansan los postulados citados, redujera la confrontación de criterios y se aplicara de manera 
uniforme en todo el país y en condiciones de igualdad para el sentenciado y demás intervinientes en el 
procedimiento. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016599  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: PC.I.P. J/40 P (10a.)  
 
FRAUDE PROCESAL COMETIDO EN UN JUICIO NATURAL TRAMITADO ANTE UN JUEZ DE 
DISTRITO. EL COMPETENTE PARA CONOCER DE ESE DELITO, ES EL JUEZ DEL MISMO FUERO 
EN MATERIA PENAL (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO). 

 
Conforme al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto de 
autoridad debe ser emitido por autoridad competente, esto es, por la que tiene facultades para ello, 
como garantía de los derechos fundamentales a la legalidad y a la seguridad jurídica de las personas. 
En este tenor, en términos del artículo 104, fracción I, constitucional y 50, fracción I, incisos a) y b), de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuando en un juicio natural tramitado ante un Juez de 
Distrito, alguna de las partes despliega una conducta posiblemente constitutiva del delito de fraude 
procesal previsto en el artículo 310 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, también contenido en el artículo 231, fracción IV, del Código Penal Federal, el Juez 
competente para conocer del delito relativo es el del mismo fuero en materia penal y no el del fuero 
local, en razón de que debe tomarse en cuenta que el sujeto pasivo del delito es la administración de 
justicia, que en el caso está representada por la autoridad judicial federal que tramita el juicio, en cuyas 
facultades constitucionales y legales incide directamente la conducta ilícita. Además, el bien jurídico 
tutelado que el legislador consideró valioso para ser protegido por la norma penal, con carácter 
primario, es la correcta administración de justicia, sin que se soslaye que el sujeto pasivo también 
pueda ser un particular y que puedan afectarse otros bienes jurídicos como podría ser su patrimonio; s in 
embargo, el legislador atendió fundamentalmente la función desempeñada por el Juez de Distrito en los 
asuntos sometidos a su potestad jurisdiccional, precisamente en aras de una correcta administración de 
justicia, que es la esencia y la razón de la existencia de la norma penal, de acuerdo con su 
interpretación teleológica, sin que ello implique que este supuesto quede excluido de la tendencia 
interna protectora de la norma, toda vez que tiene la naturaleza jurídica de ser pluriofensiva o 
plurilesiva, con lo que se salvaguarda la esfera de derechos de la persona, que eventualmente se afecta 
por el despliegue de la conducta descrita en el tipo penal. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016598  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/67 C (10a.)  
 
FIANZA. LA PREVIA DECLARACIÓN JUDICIAL DE INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN 
GARANTIZADA, NO ES UN REQUISITO DE PROCEDENCIA EN EL JUICIO ESPECIAL DONDE SE 
RECLAME SU PAGO. 

 
La procedencia del juicio especial en el que se pretenda el pago de la fianza, no está sujeta a la previa 
declaración judicial de que hay incumplimiento de la obligación contraída por el fiado, ya que esta 
cuestión constituye un tema de juzgamiento que debe hacerse en el propio juicio especial, siendo este 
proceso apto para ello, porque la interpretación sistemática de los artículos 178, 279, 280, 288 y 289 de 
la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, evidencia que el juicio especial previsto en el tercer 
precepto citado, cuenta con la estructura procesal idónea que permite afrontar la dilucidac ión de 
controversias sobre fianzas, porque a pesar de las escasas disposiciones contenidas al respecto en esa 
ley, ésta admite la supletoriedad del Código de Comercio y del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, en ese orden, y esto permite aplicar al juicio específico todas las instituciones procesales que 
establecen dichos ordenamientos, de manera que quien está en el lado activo de la relación procesal, 
puede formular los planteamientos que sean menester a la satisfacción de su interés, sin necesidad de 
acudir previamente a otras instancias judiciales; en tanto que desde el lado pasivo, la institución de 
fianzas cuenta con las más amplias facilidades para su defensa, pues está en aptitud de oponer todas 
las excepciones pertinentes, incluidas las inherentes a la obligación principal y a las causas de la 
liberación de la fianza, así como hacer valer la excepción de compensación, todo esto sin contar con 
que la afianzadora puede denunciar el pleito al deudor principal, a los obligados solidarios o 
contrafiadores para que rindan las pruebas que crean convenientes, en el entendido de que si esos 
sujetos no salen al juicio para el indicado objeto, les perjudicará la sentencia que se pronuncie contra la 
institución. Así, como está de manifiesto que el juicio especial de fianzas es una institución procesal 
completa para que dentro de ella se substancie un litigio, se dicte la sentencia respectiva y, en su caso, 
se ejecute lo decidido y resuelto en ella, no hay razón lógica ni legal para aducir que, por defecto en la 
regulación de ese proceso, los justiciables necesitan acudir previamente a otra clase de instancias, para 
que en ellas se decidan cuestiones que posteriormente se lleven al citado juicio especial solamente 
para su ejecución; de ahí que no quepa aceptar, que la previa declaración judicial de incumplimiento de 
la obligación garantizada, constituya un requisito de procedencia del juicio especial de fianzas en el que 
se reclame su pago. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016597  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.III.P. J/15 K (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR UNA 
PERSONA RECLUIDA EN UN LUGAR DIVERSO AL EN QUE SE LE INSTRUYE UN PROCESO 
PENAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA PETICIÓN POR 
ESCRITO. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ 
LA DEMANDA. 

 
El tercer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo prevé que cuando el acto reclamado no requiera 
ejecución material, es competente para conocer del juicio de amparo en la vía indirecta, el Juez de 
Distrito en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda; de ahí que si la omisión de la autoridad de 
contestar un escrito de petición constituye un acto negativo carente de ejecución material, pues la única 
intención de su impugnación es obtener la respuesta respectiva, es evidente que la competencia para 
conocer del juicio de amparo indirecto promovido por una persona recluida en un lugar diverso al en que 
se le instruye un proceso penal, contra ese tipo de actos, se surte a favor del Juez de Distrito en cuya 
jurisdicción se presentó la demanda. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 h

tt
p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016596  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.P. J/39 P (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA UNA ORDEN DE 
APREHENSIÓN. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON JURISDICCIÓN EN EL 
LUGAR DONDE RADICA LA AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, CUANDO UNA VEZ RENDIDOS LOS 
INFORMES JUSTIFICADOS DESAPARECE LA POSIBILIDAD DE EJECUCIÓN EN MÁS DE UN 
DISTRITO A QUE SE REFIERE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE 
AMPARO. 

 
Del precepto indicado se advierte que la competencia para conocer del juicio de amparo, cuando el acto 
reclamado puede tener ejecución en más de un Distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y 
sigue ejecutándose en otro, recae en el Juez de Distrito ante el que se presente la demanda. Dicha 
posibilidad surge con el señalamiento de autoridades ejecutoras con injerencia en distintas 
demarcaciones territoriales y se toma en consideración para que el Juez de amparo que reciba la 
demanda sea momentáneamente competente. Ahora bien, tratándose de la orden de aprehensión, si al 
rendir los informes justificados las autoridades responsables ejecutoras niegan los actos reclamados y 
el quejoso no desvirtúa esa negativa, es inconcuso que esa posibilidad de ejecución en distintos 
Distritos desaparece, pues al no existir otro elemento cierto y objetivo que sirva para concluir 
categóricamente que el acto se ejecutará en otro ámbito territorial y no donde se emitió la orden de 
aprehensión, debe conocer del procedimiento constitucional, conforme a la regla prevista en el párrafo 
primero del artículo 37 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito con jurisdicción en el lugar donde radica 
la autoridad que la emitió pues, por regla general, es en ese sitio donde el acto deberá tener ejecución. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016595  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: PC.I.P. J/41 P (10a.)  
 

AMPARO DIRECTO. CUANDO EL ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DICTADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO, SÓLO DEBEN ANALIZARSE LO 
ACTUADO Y LAS VIOLACIONES PROCESALES QUE SE ACTUALICEN EN LA ETAPA DE JUICIO 
ORAL, SIN ABARCAR ETAPAS PREVIAS. 
 

Dentro de las reglas que rigen la sustanciación del juicio de amparo directo en materia penal, el artículo 
173 de la Ley de Amparo establece los supuestos jurídicos que actualizan, en los juicios del orden 
penal, una violación a las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso, 
precepto que por reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, 
distinguió y precisó cuáles son aplicables para el Sistema de Justicia Penal Mixto y cuáles al Sistema 
Penal Acusatorio, con el fin de evitar contradicciones y antinomias, y permitir la adecuada resolución del 
juicio de amparo directo en esa materia. Ahora, conforme a lo resuelto en el amparo directo en revisión 
669/2015, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advirtió que el procedimiento 
penal acusatorio se encuentra dividido en una serie de momentos o etapas, cada una con funciones 
específicas, las cuales se van sucediendo irreversiblemente unas a otras, lo que significa que superada 
una no existe posibilidad de renovarla o reabrirla de acuerdo al principio de continuidad previsto en el 
artículo 20, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, 
que en el apartado B del precepto legal citado, permanecieron diversas hipótesis que no resultan 
acordes a la estructura, naturaleza y fines del sistema penal acusatorio, respecto al análisis de 
violaciones cometidas en etapas distintas a la de juicio oral, específicamente las fracciones VIII, IX, XII y 
XIII, donde se previeron como violaciones a las leyes del procedimiento con trascendencia a las 
defensas del quejoso, supuestos que se materializan en las etapas preliminar o intermedia del juicio 
oral. En ese sentido, con la finalidad de que el juicio de amparo funcione acorde a la estructura y 
naturaleza del procedimiento penal acusatorio y oral, conforme al citado artículo 20, de una 
interpretación conforme con la Constitución del artículo 173 mencionado, sólo podrán ser objeto de 
revisión constitucional, en sede de juicio de amparo directo, las violaciones que se actualicen durante la 
tramitación de la etapa de juicio oral, sin que sea posible su estudio cuando se hayan cometido durante 
las etapas preliminar o intermedia del procedimiento penal. Así en consonancia con lo resuelto por la 
Primera Sala, se concluye que la materia del juicio de amparo directo, tratándose del nuevo sistema de 
justicia penal, deberá consistir exclusivamente en analizar lo actuado durante la etapa de juicio oral, sin 
incluir decisiones tomadas en etapas previas por una autoridad jurisdiccional distinta, relativas a 
situaciones cuyo debate no pudo ser retomado o reabierto en aquella etapa, lo que es congruente con 
el artículo 75 de la ley referida, en el sentido de que en las sentencias que se dicten en los juicios de 
amparo se deberá apreciar el acto reclamado tal y como apareció probado ante la autoridad 
responsable; sin que sea posible admitir o tomar en consideración pruebas no rendidas ante ella, salvo 
cuando no se hubiere tenido la oportunidad de hacerlo; además, porque las partes en el procedimiento 
se encuentran obligadas a hacer valer sus inconformidades en la etapa correspondiente, así como a 
combatirlas a través de los medios de impugnación a su alcance; en el entendido que, de no hacerlo, se 
agota la posibilidad de solicitarlo y el hecho de que la exclusión de pruebas producto de la violación de 
derechos fundamentales no pueda plantearse de nueva cuenta en el juicio oral, no impide que la 
defensa del acusado cuestione el valor de las pruebas, con la finalidad de desvirtuar la hipótesis de 
acusación. 
 

PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 13 de abril de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO D), DE LA LEY DE 
AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. 

 
Conforme al precepto citado, el recurso de queja procede, en amparo indirecto, contra las resoluciones 
que reconozcan o nieguen el carácter de tercero interesado. Al respecto, debe señalarse que para 
determinar su procedencia no es dable atender a ese enunciado normativo de manera aislada, pues 
resulta indispensable que quien lo interponga se vea afectado por esa determinación. Así pues, el 
recurso de queja, como medio de defensa dentro del juicio de amparo, debe entenderse establecido en 
favor de la persona que, efectivamente, resulte perjudicada o agraviada con la resolución que se 
pretende recurrir; en ese contexto, se concluye que las autoridades responsables carecen de 
legitimación para interponer el recurso referido contra las resoluciones de los Jueces de amparo en las 
que niegan el carácter de tercero interesado a determinada persona, ya que ello no les depara perjuicio, 
pues dicha determinación no limita su derecho a defender la constitucionalidad del acto que se les 
reclama, de plantear causales de improcedencia o motivos de sobreseimiento, ni implica variación 
alguna de la litis constitucional, la cual se integra con lo expuesto en la demanda de amparo y el acto 
que emitieron. 
 
SEGUNDA SALA 
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PERSONALIDAD DEL APODERADO DE UNA PERSONA MORAL EN EL JUICIO LABORAL. PARA 
TENERLA POR RECONOCIDA ES SUFICIENTE QUE CUMPLA CON EL REQUISITO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 692, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 
Para tener por reconocida la personalidad de quien comparece al juicio laboral en representación de 
una persona moral, es suficiente que cumpla con el requisito establecido en el artículo 692, fracción III, 
de la Ley Federal del Trabajo, es decir, que acredite su personalidad, entre otras formas, mediante 
testimonio notarial, previa comprobación de que quien le otorga el poder está legalmente facultado para 
ello, sin que sea necesario que también exhiba cédula profesional de abogado o licenciado en derecho 
o carta de pasante vigente, conforme a la diversa fracción II, pues el supuesto a que se refiere esta 
hipótesis únicamente es aplicable a quien comparezca a juicio laboral en calidad de abogado patrono o 
asesor legal, independientemente de que sea o no apoderado de las partes; lo anterior, sin que se 
soslaye la posibilidad de que una persona comparezca a juicio como apoderado de una persona moral y 
que también se le designe como abogado patrono o asesor legal, en cuyo caso debe acreditar ambas 
calidades, es decir, la de apoderado (a través de testimonio notarial o carta poder) y la de abogado 
patrono o asesor legal (mediante cédula profesional o carta de pasante vigente). 
 
SEGUNDA SALA 
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DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SU PRESENTACIÓN EN EL PORTAL DE SERVICIOS EN 
LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN NO INTERRUMPE EL PLAZO ESTABLECIDO 
PARA TAL EFECTO, DEBIENDO CONSIDERARSE PARA EL CÓMPUTO DE SU PROMOCIÓN, LA 
FECHA EN QUE SE RECIBE ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 
 

Conforme a los artículos 3o., 17, 175 y 176 de la Ley de Amparo, así como 101 y 104 del Acuerdo 
General Conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, 
las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal, 
la demanda de amparo directo debe presentarse de manera impresa o por medios electrónicos ante los 
tribunales judiciales, administrativos o de trabajo señalados como autoridad responsable, debiéndose 
tomar en cuenta para fines del cómputo de 15 días para su presentación, la fecha en que efectivamente 
se presentó el escrito ante la autoridad responsable, en la inteligencia de que su presentación por 
medio de la firma electrónica a través del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la 
Federación, no interrumpe el plazo aludido. Considerar lo contrario, significaría trasladar cargas 
procesales al tribunal de amparo que conforme al artículo 178 de la Ley de Amparo corresponden en 
exclusiva al tribunal responsable, entre otras, la certificación de la fecha de notificación de la resolución 
o laudo reclamado, el emplazamiento al tercero interesado, así como la presentación del informe con 
justificación, diligencias que la autoridad responsable debe llevar a cabo dentro del plazo de 5 días 
contados a partir del siguiente al de la presentación de la demanda. 
 
SEGUNDA SALA 
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AYUNTAMIENTOS. EL INCUMPLIMIENTO A UN LAUDO PRONUNCIADO EN UN JUICIO LABORAL 
EN EL QUE FIGURARON COMO PARTE DEMANDADA NO CONSTITUYE UN ACTO DE 
AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO EN LA LEGISLACIÓN 
ESTATAL RESPECTIVA EXISTA UN PROCEDIMIENTO PARA EJECUTARLO. 

 
De la interpretación armónica de las jurisprudencias 2a./J. 85/2011, 2a./J. 31/2014 (10a.) y 2a./J. 
79/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deriva que el 
incumplimiento a un laudo por parte de los Ayuntamientos no constituye un acto de autoridad para 
efectos del juicio de amparo, cuando en la legislación estatal se desarrollen los procedimientos 
respectivos para ejecutarlo a través de los instrumentos legales que correspondan a ese fin, porque en 
estos casos las partes en el juicio se ubican en un plano de coordinación que caracteriza a las 
relaciones laborales, y a la igualdad procesal que subyace en ellas, que se extiende al ámbito de la 
ejecución de los laudos, sin que obste a lo anterior el hecho de que no se prevean el embargo ni el 
auxilio de la fuerza pública, porque éstos no son los únicos mecanismos para garantizar la plena 
ejecución de las resoluciones jurisdiccionales. 
 
SEGUNDA SALA 
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ADEUDOS GARANTIZADOS CON HIPOTECA. NO PROCEDE SU PAGO PREFERENTE, CUANDO 
LOS BIENES INMUEBLES SE ADQUIERAN CON POSTERIORIDAD A QUE SURTA EFECTOS LA 
NOTIFICACIÓN DE LOS CRÉDITOS FISCALES. 

 
El supuesto de excepción a la regla general de preferencia del fisco para recibir pagos por concepto de 
créditos a su favor, al que refiere el segundo párrafo del artículo 149 del Código Fiscal de la Federación, 
no se actualiza respecto de aquellas garantías hipotecarias relativas a bienes inmuebles adquiridos con 
posterioridad a la fecha en que surta efectos la notificación del crédito fiscal, debido a que el párrafo 
citado no establece esa posibilidad de preferencia del crédito, lo que obedece a la necesidad de brindar 
seguridad jurídica entre los acreedores, en cuanto al orden de cobro de sus adeudos, ya que al 
establecer un requisito temporal, como es la fecha de la notificación del crédito fiscal, permite 
determinar los casos en que será preferente un crédito fiscal respecto de otro de naturaleza civil o 
viceversa. 
 
SEGUNDA SALA 
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